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Exp.- 1720/2017/2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	SEGUNDA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE.1720/2017/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: ***** ******* ******* ********.

	AUTORIDADES DEMANDADAS: CONSEJO DE CARRERA DE PROCURACIÓN DE JUSTICIA, DIRECCIÓN DE LA POLICÍA MINISTERIAL, Y DIRECCIÓN DE ADMINISTRACIÓN, TODAS DE LA PROCURADURIA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO –AHORA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO-.

	MAGISTRADO PONENTE: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a trece de marzo de dos mil diecinueve.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 1720/2017/2, promovido por el C. ***** ******* ******* ********, contra actos del Consejo de Carrera de Procuración de Justicia, la Dirección de la Policía Ministerial, y la Dirección de Administración de la Procuraduría General de Justicia del Estado –ahora Fiscalía General del Estado-
.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el diecinueve de septiembre de dos mil diecisiete, el C. ***** ******* ******* ********, por su propio derecho, promovió demanda de juicio contencioso administrativo en contra del Consejo de Carrera de Procuración de Justicia, la Dirección de la Policía Ministerial, y la Dirección de Administración de la Procuraduría General de Justicia del Estado, y por los actos que hizo consistir en: 
“ a).- La resolución de fecha 21 de abril de 2014, dictada en la sesión de 25 de abril del mismo año, en la cual se determina la separación del servicio del suscrito como ******* *** ********** de la Dirección General de la Policía Ministerial del Estado, dictada en los autos del expediente número ******************, del que dimana el procedimiento administrativo de separación número ******************, iniciado al suscrito.

b).- La ilegal notificación al suscrito mediante listas de acuerdos de fecha 9 de mayo de 2014, de la resolución de fecha 21 de abril de 2014, dictada en la sesión de 25 de abril del mismo año, en el cual se determina la separación del servicio del suscrito como ******* *** ********** de la Dirección General de la Policía Ministerial del Estado...”
En auto de diecisiete de octubre de dos mil diecisiete, previo cumplimiento del requerimiento que le fuera formulado al accionante en el auto de veintidós de septiembre del mismo año, se admitió a trámite la demanda. Las autoridades demandadas fueron debidamente notificadas y emplazadas.

2.- Substanciado el juicio en cada una de sus etapas, a las once horas del once de septiembre de dos mil dieciocho, se dio inicio a la audiencia final, con asistencia de las autoridades demandadas, de los Peritos, y sin asistencia de la parte demandante; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su especial naturaleza y se procedió al desahogo de la probanza pericial a cargo de los CC. ******* ******* ********* **** y ****** ******* ******** ********, posteriormente se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después en la etapa de alegatos se agregó a los autos el oficio de las enjuiciadas, y finalmente se citó para resolver.

CONSIDERANDO
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I y XVII, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Lo anterior, en relación con los artículos 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 113, fracción V, y 115, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado; pues se trata de una controversia de naturaleza administrativa entre un particular como lo es el C. ***** ******* ******* ********, y la Procuraduría General de Justicia del Estado, que se produce a virtud de una relación administrativa que tenía el demandante con el Estado de San Luis Potosí, como integrante de un cuerpo de seguridad pública, en concreto, en la Dirección de la Policía Ministerial del Estado de la Procuraduría General de Justicia del Estado, conflicto para el cual los invocados numerales le confieren jurisdicción.

Sustenta lo anterior, el criterio pronunciado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 244, del Tomo III, de junio de 1996, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tesis 2ª/J23/96, Novena Época, que a la letra reza:
"COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).- De lo dispuesto por las fracciones XIII del apartado B del artículo 123 y V del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2o. de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refieren a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado."

SEGUNDO.- La personalidad del demandante no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En cuanto al interés jurídico del accionante, está plenamente acreditado con la copia simple de la resolución impugnada que el Actor acompañó a la demanda –a través del ocurso de cumplimiento de requerimiento, presentado en este Tribunal, el trece de octubre de dos mil diecisiete-, y la copia certificada del expediente ****************** y/o ****************** que ofreció como prueba, documentales públicas de las que se desprende que se instrumentó el referido expediente en perjuicio del hoy actor, y que en la resolución definitiva de dicho procedimiento se determinó su separación del cargo que ostentaba como ******* *** **********, de la Dirección General de la Policía Ministerial del Estado, de la Procuraduría General de Justicia del Estado de San Luis Potosí; por consiguiente, resulta evidente que le asiste interés jurídico al impetrante para controvertir dicha resolución, así como la notificación de la misma.
Por su parte, los CC. ******** **** ********, **** ********* ********* *********, y ***** ***** ***** *******, justificaron su personalidad en términos de lo previsto en el artículo 219, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con las documentales relativas a los nombramientos expedidos a su favor, que los acreditan respectivamente como Subprocuradora Jurídica y Presidenta del Consejo de Carrera de Procuración de Justicia, Comisario General de la Dirección General de la Policía Ministerial del Estado y Directora de Administración, todos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de San Luis Potosí, mismas que se encuentran visibles en las fojas 59, 85 y 145, respectivamente, del expediente en el que se actúa.

A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los diversos 388 y 392, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el juicio contencioso administrativo, según lo que dispone el numeral 217, párrafo segundo, del citado Código Procesal.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio contencioso administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado, que la parte actora hizo consistir en:

“a).- La resolución de fecha 21 de abril de 2014, dictada en la sesión de 25 de abril del mismo año, en la cual se determina la separación del servicio del suscrito como ******* *** ********** de la Dirección General de la Policía Ministerial del Estado, dictada en los autos del expediente número ******************, del que dimana el procedimiento administrativo de separación número ******************, iniciado al suscrito.

b).- La ilegal notificación al suscrito mediante listas de acuerdos de fecha 9 de mayo de 2014, de la resolución de fecha 21 de abril de 2014, dictada en la sesión de 25 de abril del mismo año, en el cual se determina la separación del servicio del suscrito como ******* *** ********** de la Dirección General de la Policía Ministerial del Estado….”
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por el demandante en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese orden de ideas, las diversas autoridades demandadas, Consejo de Carrera de Procuración de Justicia y Dirección de Administración, ambas de la Procuraduría General de Justicia del Estado de San Luis Potosí; aducen que la demanda fue presentada extemporáneamente, en razón de que el actor tuvo conocimiento del acto impugnado en cuatro momentos previos al en que se ostenta sabedor, a saber, desde el:

a) Diez de enero de dos mil diecisiete, en que solicitó a la Dirección de Administración de la Procuraduría General de Justicia del Estado una constancia laboral para realizar los trámites en la Dirección de Pensiones del Estado.

b) Once de enero de dos mil diecisiete, fecha en que le fue expedida la constancia laboral solicitada, en donde se le asentó que causo baja desde el día veinticinco de abril de dos mil catorce.

c) Siete de diciembre de dos mil dieciséis, fecha en que el demandante manifestó que conocía que fue destituido como agente de la Policía Ministerial del Estado, ya que así lo manifestó al presentar demanda de amparo en fecha veintitrés de enero de dos mil diecisiete.

d) Veintiuno de junio de dos mil diecisiete, en que se declaró cumplida la ejecutoria del juicio de amparo número *********, con la respuesta dada a la instancia presentada por el propio actor el siete de diciembre de dos mil dieciséis.
A juicio del suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, las causales de improcedencia y sobreseimiento que hacen valer las enjuiciadas son sustancialmente fundadas, por lo que debe sobreseerse el presente juicio; en virtud de las siguientes consideraciones legales.
Para lo anterior, conviene allegarnos del contenido de los artículos 228, fracción VI, y 229, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los cuales señalan lo siguiente:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro;

…

ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

…

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;

…”

De los dispositivos legales trasuntos se desprende que se establece como causal de improcedencia el consentimiento tácito del acto impugnado, lo que acontece cuando por manifestaciones de voluntad entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos legalmente establecidos.

La norma en estudio prevé dos supuestos ante los cuales ha de considerarse improcedente el juicio contencioso administrativo, con motivo del consentimiento que la parte actora adopte en relación con los actos materia del juicio. Dichos supuestos son:

1. Consentimiento expreso, que se produce cuando en forma indubitable el gobernado manifiesta su conformidad con el acto o actos reclamados.

2. Consentimiento tácito. Este opera a partir de la conducta que el gobernado produzca en relación con el acto reclamado, cuando aquélla, si bien no es expresa, sí es en el sentido de conformarse con el contenido, la ejecución o las consecuencias del propio acto de autoridad; lo que se da, cuando no se promueva el juicio dentro de los plazos legalmente establecidos.
La diferencia que se advierte sobre el particular consiste en que en el primer caso el consentimiento necesariamente se produce mediante una conducta de hacer; mientras que en el segundo supuesto no es forzoso que tal conducta se produzca, ya que el consentimiento ahí previsto puede generarse a partir de conductas de no hacer, de tolerar.

Por otra parte, el segundo numeral transcrito, establece que en caso de actualizarse alguna causal de improcedencia, como pudiera ser la anteriormente analizada, resulta conducente sobreseer el juicio contencioso administrativo.
Ahora, conviene tener presente el artículo 24, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual se transcribe a continuación:

“ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:

I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes:

a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.

b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.

c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.

d) Al en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente; (…)”
De lo trasunto, se advierte que existen cuatro hipótesis de cómputo del plazo de presentación de la demanda a saber: 
a) A partir de la notificación legalmente hecha del acto o resolución que se combata. 
b) A partir de que el afectado tiene conocimiento del acto o resolución que impugna. 
c) A partir de que el Actor se ostenta sabedor del acto o resolución que impugna, cuando no exista notificación legalmente hecha. 
d) A partir de que surta efectos la resolución que determine la improcedencia de un Recurso de Queja, en aquellos casos en que se hubiere dictado una nueva resolución en cumplimiento a una Sentencia de éste Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.

Esto es, conforme al artículo 24 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el juicio contencioso administrativo debe promoverse desde el día siguiente al en que haya surtido efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acuerdo que se reclame, pero también permite al demandante promoverlo desde el día siguiente al en que haya tenido conocimiento de ellos, e incluso, al en que se haya ostentado sabedor de los mismos –existiendo una cuarta hipótesis que no es relevante para este estudio-.

Resulta clara la intención del legislador en establecer que el inicio del cómputo para la promoción del juicio contencioso administrativo estatal, fuera a partir del día siguiente al en que se verifique cualquiera de las cuatro hipótesis identificadas en dicho precepto legal, de lo que se sigue que los mismos son excluyentes entre sí y no guardan orden de prelación alguno.

Por tanto, la esencia del referido artículo 24, se sustenta en el conocimiento del acto reclamado y no en la formalidad de la notificación, puesto que es suficiente que en la demanda de nulidad, el promovente manifieste la fecha en que tuvo conocimiento del acto reclamado, para que tal fecha constituya el punto de partida a efecto de determinar la oportunidad del juicio contencioso administrativo, siempre y cuando no exista prueba que demuestre lo contrario.

Al respecto, por analogía, cabe citar la tesis del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyos rubro, texto y datos de localización son los siguientes:

"DEMANDA DE AMPARO. TÉRMINO PARA PROMOVERLA CUANDO EXISTE MANIFESTACIÓN EXPRESA DE LA FECHA EN QUE SE TUVO CONOCIMIENTO DEL ACTO RECLAMADO. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 21 DE LA LEY DE AMPARO.- El artículo 21 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales dispone que el término para la interposición de la demanda de garantías será de quince días que se computará desde el día siguiente al en que se haya notificado al quejoso la resolución o acuerdo que reclame; al en que haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución o al en que se hubiere ostentado sabedor de los mismos. Así pues, si los quejosos en la demanda de garantías expresamente manifiestan ‘que tuvieron conocimiento pleno del acto reclamado determinado día’, como esa confesión hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por los artículos 199 y 200 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria; de ello se sigue que si el Juez de Distrito con base en dicha manifestación, realiza el cómputo del término de la presentación de la demanda y concluye que el amparo resulta improcedente, tal determinación es correcta, sin que sea necesario que exista constancia de la notificación personal del acto reclamado para efectuar el cómputo del término respectivo, debido precisamente a la citada confesión de la parte quejosa respecto a la fecha en que tuvo conocimiento del acto reclamado." (No. Registro IUS: 232213. Tesis aislada. Materia(s): Común. Séptima Época. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volúmenes 193-198, Primera Parte, página 71).

En congruencia con lo anterior, es dable concluir que el accionante no tiene por qué esperar a que la autoridad le notifique formalmente el acto reclamado para que pueda interponer el juicio contencioso administrativo, en razón de que no puede limitársele el acceso a los tribunales cuando tiene conocimiento por cualquier otro medio de un acto que le depara perjuicio y, por ende, se encuentre en aptitud de instaurar la vía contenciosa administrativa.

Esto se afirma, en virtud de que el artículo 233, fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, literalmente dispone:

"Artículo 233. El escrito de demanda deberá contener:

...

V. El señalamiento, de la fecha en que se tuvo conocimiento de la resolución o acto combatido;

…"

La disposición legal transcrita prevé que en la demanda de nulidad, entre otros requisitos, debe señalarse la fecha en que se tuvo conocimiento de la resolución o acto combatido.

Esta última disposición establece implícitamente a favor del gobernado, el derecho a promover el juicio de nulidad antes de que la autoridad le notifique formalmente el acto reclamado, de modo tal que reitera lo que establece el referido artículo 24, en el sentido de permitir al accionante promover el juicio contencioso administrativo desde el día siguiente al en que haya tenido conocimiento del acto que le afecta.

En consecuencia, si en autos obra prueba fehaciente de que el gobernado conoció el acto que pretende impugnar, con anterioridad a la fecha en que la autoridad le notificó, el cómputo de los treinta días que establece el referido artículo 24, debe realizarse a partir de la fecha en que el impetrante afirme que tuvo conocimiento de aquél.

Dicho en otras palabras, el inicio del plazo para la presentación del juicio contencioso administrativo contra un acto que legalmente debe notificarse, tendrá lugar a partir de que el gobernado tiene conocimiento de éste, o se hace sabedor de él, con independencia de que la ley que lo rige establezca la notificación como medio para darlo a conocer a los interesados que sean parte del juicio.

Por lo tanto, no debe entenderse que solo a partir de la notificación de un acto administrativo el gobernado puede acudir a interponer juicio contencioso administrativo ante este Tribunal, pues también existe la hipótesis consistente en que el afectado tenga conocimiento antes de su notificación del acto que le ocasiona un perjuicio, y es a partir de ese momento, que se encuentra en condiciones de acudir a interponer el juicio contencioso administrativo.

En consecuencia, de conformidad con las disposiciones anteriormente estudiadas, no puede soslayarse que si se permite al particular la promoción anticipada del juicio contencioso administrativo cuando afirme que tuvo conocimiento del acto reclamado previamente a su notificación; también el Juzgador –y las otras partes- se encuentra en condiciones de advertir de autos si el accionante tuvo conocimiento del acto que le ocasiona un perjuicio en una fecha anterior a la que manifiesta –aunque no lo arguya así-, para a partir de ese momento establecer si el medio de defensa es presentado de manera oportuna dentro del plazo de ley.
Ahora, en la especie, el demandante en el apartado que denomina “FECHA DE CONOCIMIENTO DE LA SENTENCIA QUE SE IMPUGNA” (Sic) –foja 2 de autos-, manifestó que tuvo conocimiento del mismo el dieciocho de julio de dos mil diecisiete.
En ese orden de ideas, si bien fuera cierto que en el supuesto de que el actor hubiera tenido conocimiento del acto impugnado hasta el dieciocho de julio de dos mil diecisiete, al diecinueve de septiembre de dos mil diecisiete –fecha en que interpuso la demanda que dio origen al juicio en que se actúa-, se encontraba transcurriendo el penúltimo día del plazo de treinta días hábiles establecido en el artículo 24, del Código Procesal Administrativo para el Estado para la interposición de demanda; sin embargo, también es cierto que a consideración de este Juzgador: 
A. El demandante sufrió un perjuicio a su esfera jurídica y económica desde el momento de su separación la cual ocurrió el veinticinco de abril de dos mil catorce, y no realizó ninguna acción tendiente a conocer su situación laboral sino hasta más de dos años y medio después de ese suceso, por lo que consintió tácitamente ese acto; este razonamiento se invoca de oficio. 
B. En una fecha anterior a la que argumenta el impetrante, este ya tenía conocimiento del acto que le ocasionaba un perjuicio –tal y como lo argumentan las enjuiciadas-, a saber, desde el veintitrés de enero de dos mil diecisiete. No es óbice para lo anterior, el que las enjuiciadas hubieran argumentado como fecha de conocimiento –entre otras- el once de enero del año en cita; sin embargo, del estudio realizado a las constancias y actuaciones que integran este expediente autos, se advierta que la fecha que realmente se acredita es el veintitrés del mismo mes y año referido, pues fue en ese día en que el accionante recibió un documento por el que tuvo conocimiento de su situación jurídica que le ocasionaba un perjuicio.

El suscrito Magistrado desarrolla a continuación los razonamientos sintetizados anteriormente, destacándose que en consecuencia de ellos, se acredita que la demanda del impetrante fue en contra de un acto que consintió tácitamente, de ahí que deba sobreseerse el presente juicio.
A. Consentimiento tácito del acto que le ocasiono un perjuicio a su esfera jurídica y económica.
La conducta de la parte quejosa evidencia su conformidad con la ejecución y las consecuencias del acto que le ocasionó un perjuicio a su esfera jurídica y económica, lo que claramente se advierte del hecho de que si el propio agraviado permaneció separado de las actividades que desempeñaba en la referida corporación ministerial desde el veinticinco de abril de dos mil catorce, no fue sino hasta un poco más de dos años seis meses que pretendió realizar alguna gestión para conocer cuál era su situación jurídica respecto de la relación administrativa que tenía con ese Instituto. 
En efecto, de autos se desprende que fue hasta el siete de diciembre de dos mil dieciséis –a través del ocurso que obra en el folio 96 de autos-, cuando el hoy impetrante trató de saber su situación jurídica; es decir, transcurriendo un poco más de dos años seis meses, entre la fecha en que fue dado de baja y cuando por fin acudió a conocer su situación laboral. E incluso, no fue sino hasta el diecinueve de septiembre de dos mil diecisiete, -un espacio de aproximadamente tres años cuatro meses después de su separación- cuando acudió a controvertir jurisdiccionalmente, el acto de separación que le ocasionaba un perjuicio evidente a su esfera jurídica y económica. 
De lo anterior se deduce que el demandante, durante aproximadamente más de dos años y medio –e incluso tres años y cuatro meses-, estuvo conforme con el hecho de no prestar sus servicios en la policía ministerial, así como con la no percepción de remuneración alguna proveniente de la respectiva vinculación jurídica.

Así las cosas, por razones de sentido común debe decirse que resulta ilógico que durante más de dos años y medio –e incluso tres años y cuatro meses- el demandante no haya podido percatarse de los actos de autoridad contra los que demanda este juicio contencioso administrativo, máxime que la consecuencia de la separación del trabajo que estaba desempeñando, es la falta de pago de los haberes correspondientes, lo que constituye una omisión cuyo impacto en la economía individual del impetrante, no puede ser desconocida por su parte; tan es así que ahora mediante la interposición de este medio de defensa, pretende que se le paguen las prestaciones económicas que dejó de recibir a partir desde el momento de su separación, lo que meridianamente se desprende del inciso c), del apartado que denominó “PRETENSIÓN QUE SE DEDUCE EL (Sic) JUICIO.” de su escrito inicial de demanda; de ahí que este reconociendo que desde esa fecha dejó de recibir las percepciones económicas correspondientes a la prestación de sus servicios.
En esta secuencia de análisis es evidente que el demandante se ha conformado con el hecho de no prestar sus servicios como agente de la policía ministerial, al igual que ha tolerado la falta de percepción de haberes relativos a la prestación de esos servicios; de manera que si tales conductas de abstención por parte del accionante, en lo concerniente a los respectivos actos de autoridad, se han producido durante un espacio tan prolongado de tiempo, como lo es el integrado por más de dos años y medio –e incluso de tres años y cuatro meses-, resulta incuestionable que el enjuiciante ha incurrido en conductas o manifestaciones de voluntad que entrañan o revelan su consentimiento en relación con los actos reclamados, actualizándose así el segundo supuesto de los previstos en la citada fracción VI, del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Incluso no debe soslayarse, que el impetrante en vez de interponer el juicio contencioso administrativo en contra de su baja por separación del servicio para demostrar su inconformidad, fue a solicitar el veinticuatro de enero de dos mil diecisiete, la devolución de su fondo de aportaciones, en virtud de que causó baja en su cargo como ******* *** ********** de la Dirección General de la Policía Ministerial del Estado. Por lo que también, con la anterior actitud se puede acreditar que el demandante, se había conformado con el hecho de no prestar sus servicios como agente de la policía ministerial, tan es así, que ya fue su pretensión el retiro de ese fondo.

En consecuencia, lo procedente es decretar el sobreseimiento del juicio al actualizarse la indicada causal de improcedencia, ante la presentación extemporánea del juicio contencioso administrativo.
Refuerza lo anterior, el criterio contenido en la jurisprudencia del Poder Judicial de la Federación, cuyo rubro y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo IV, Septiembre de 1996; Pág. 454. I.3o.A. J/14. Registro No. 201 565

AMPARO EXTEMPORÁNEO. LO ES AQUEL QUE PROMUEVE UN AGENTE DE POLICÍA EN CONTRA DE SU BAJA, SI DE LAS CONSTANCIAS DE AUTOS SE DESPRENDEN CONDUCTAS QUE EXPRESAN SU CONFORMIDAD CON LOS ACTOS.- La causal de improcedencia contenida en el artículo 73, fracción XI de la Ley de Amparo prevé dos supuestos de improcedencia del juicio de garantías, a saber: 1) Cuando exista consentimiento expreso del acto reclamado (esto se da cuando en forma indubitable el quejoso manifiesta su conformidad con el acto); y, 2) Cuando exista consentimiento presumible, es decir, cuando la conducta del quejoso, aunque no en forma expresa, revela su voluntad de conformarse con el contenido, ejecución o las consecuencias del acto de autoridad. La diferencia entre ambas hipótesis reside en la conducta del particular, que en el primer caso es de hacer, en tanto que en el segundo supuesto se refiere a un no hacer o un tolerar. En el caso concreto se surte la segunda hipótesis mencionada, porque de las constancias de autos se constata que el quejoso reconoce haber dejado de prestar sus servicios como agente de la policía capitalina desde hace varios años y correlativamente de percibir sus emolumentos, quedando de esta manera manifiesta su conformidad con los actos reclamados, su ejecución y consecuencias; sin que obste a tal consentimiento que en su demanda de garantías éste afirme que en numerosas ocasiones acudió ante la autoridad administrativa a aclarar su situación laboral puesto que ello no lo acredita en autos fehacientemente. Por tanto, el reconocimiento de tales hechos (que dejó de prestar sus servicios y de percibir su salario) constituye una confesión expresa, de conformidad con los artículos 199, fracción III y 200 del Código Federal de Procedimientos Civiles aplicable supletoriamente, que implica la improcedencia de la vía intentada; al actualizarse la causa de inejercitabilidad prevista en la fracción XI del artículo 73 de la Ley de Amparo.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
B. Conocimiento del acto impugnado a partir del veintitrés de enero de dos mil diecisiete, por lo que la presentación de la demanda hasta el diecinueve de septiembre de dos mil diecisiete, resulta extemporánea.
En efecto, no debe soslayarse que en el caso que nos ocupa, los actos impugnados por la parte actora, se hacen consistir en:

“a).- La resolución de fecha 21 de abril de 2014, dictada en la sesión de 25 de abril del mismo año, en la cual se determina la separación del servicio del suscrito como ******* *** ********** de la Dirección General de la Policía Ministerial del Estado, dictada en los autos del expediente número ******************, del que dimana el procedimiento administrativo de separación número ******************, iniciado al suscrito.

b).- La ilegal notificación al suscrito mediante listas de acuerdos de fecha 9 de mayo de 2014, de la resolución de fecha 21 de abril de 2014, dictada en la sesión de 25 de abril del mismo año, en el cual se determina la separación del servicio del suscrito como ******* *** ********** de la Dirección General de la Policía Ministerial del Estado….”
Como puede verse, el actor impugna la resolución en la que se determinó su separación del cargo que ostentaba como ******* *** **********, de la Policía Ministerial del Estado de la Procuraduría General de Justicia del Estado, y la notificación de dicha resolución. Mientras que las diversas Autoridades Demandadas Consejo de Carrera de Procuración de Justicia y Dirección de Administración de la Procuraduría General de Justicia del Estado, aducen una cuestión diversa, que el actor tuvo conocimiento del acto que le ocasionaba un perjuicio previamente a la fecha en que se ostenta sabedor, a saber, los días diez y once de enero de dos mil diecisiete, como lo acreditaba con las siguientes documentales:
1) El original del ocurso de diez de enero de dos mil diecisiete, suscrito por el C. ***** ******* ******* ******** –visible en la foja 86 de autos-, el cual que se transcribe a continuación:

“San Luis potosí (Sic), S.L.P. a 10 DE ENERO DE 2017.

DIRECTOR DE ADMINISTRACION DE LA

PROC.GRAL.JUST.DEL EDO.

P R E S E N T E .-

Por medio del presente me permito solicitar a Usted, si para ello no existe ningún inconveniente me sea extendida constancia laboral del suscrito. Lo anterior en virtud de serme necesaria para trámites en Pensiones del Estado, para retiro de fondo.

Sin otro particular, y esperando contar con su comprensión.

RESPETUOSAMENTE

(RUBRICA)

C. ***** ******* ******* ********.”

2) El oficio de once de enero de dos mil diecisiete -agregado en la foja 87 del expediente en que se actúa- mismo que se transcribe a continuación:

“C.P. ***** ******* ****.

DIRECTOR GENERAL DE PENSIONES DEL ESTADO.

El motivo de la presente es hacer constar que el C. ***** ******* ******* *******, prestó a este H. Gobierno del Estado en la Procuraduría General de Justicia del Estado. Su fecha de ingreso fue el 21 de enero de 1992 al 25 de abril de 2014, día que causa baja por Separación del Servicio.
Se expide la presente en la Ciudad de San Luis Potosí, S.L.P. a los once días del mes de Enero de Dos Mil Diez y Siete.

ATENTAMENTE

PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO

(RUBRICA)

MTRO. FEDERICO ARTURO GARZA HERRERA.

…

C.C.P. EXPEDIENTE.

C.C.P. ARCHIVO.

M. FAGH/VMEC/angelina

RECIBÍ A LAS






11:00 HRS EL DÍA






23-ENE-2017






(Rúbrica)

…”
(Énfasis añadido)
Del ocurso de diez de enero de dos mil diecisiete trasunto, se desprende que el hoy actor en esa fecha le solicitó al Director de Administración de la Procuraduría General de Justicia del Estado, le extendiera una constancia laboral, ya que era necesario para trámites en Pensiones del Estado, para retiro de fondo. 

Por su parte, del oficio fechado el once de enero de dos mil diecisiete transcrito, se desprende que el Procurador General de Justicia del Estado le dirigió un oficio al Director General de Pensiones del Estado, en el que hizo constar que el hoy actor, ***** ******* ******* ********, prestó en la Procuraduría General de Justicia del Estado, sus servicios del veintiuno de enero de mil novecientos noventa y dos –fecha de ingreso- al veinticinco de abril de dos mil catorce –“día en que causa baja por Separación del Servicio”-. Asimismo, este Juzgador destaca que en la parte céntrica inferior, obra la leyenda “RECIBI A LAS 11:00 HRS EL DÍA 23-ENE-2017” y una rúbrica. 
Debe destacarse que en el ofrecimiento de estas documentales, la enjuiciada precisó que ambos documentos se encontraban firmados por el hoy accionante, el C. ***** ******* *******. Asimismo, para acreditar su dicho, la demandada ofreció prueba pericial en grafoscopía y documentoscopía que se debía efectuar a las dos documentales antes descritas, tendientes a acreditar que efectivamente había sido el impetrante quién firmó esos documentos; dicha probanza se desahogó con las opiniones de dos peritos, el Licenciado ****** ******* ******** ******** –de las autoridades demandadas- y la C. ******* ******* ********* **** –designado por esta Instrucción al demandante-; en el que contestaron los cuestionarios propuestos por la enjuiciada, a saber:
Respecto del escrito de diez de enero de dos mil diecisiete:

“1.- Que determine el Perito las características generales morfológicas y estructurales de la firma dubitada, que obra en la parte inferior, sobre la leyenda “C. ***** ******* ******* ********” del escrito antes descrito.

2.- Que determine el Perito las características generales morfológicas y estructurales de la firma indubitada, estampada por el C. ***** ******* ******* ********, ante la presencia de ese Tribunal en la fecha y hora que para tal efecto se determine.

3.- Que diga el Perito si existen similitudes, concordancias y correspondencia de origen y gesto gráfico de la firma dubitada y la indubitada, estampada por el C. ***** ******* ******* ********.
4.- Que señale el Perito los métodos y técnicas periciales en que funda su dictamen.

5.- Que diga el Perito sus conclusiones”

Respecto del oficio de once de enero de dos mil diecisiete:

“1.- Que determine el Perito las características generales morfológicas y estructurales de la firma dubitada, que obra en la parte inferior, parte media del escrito arriba detallado [“…ORIGINAL del acuse, con firmas autógrafas del oficio fechado a los 11 días del mes de enero del 2017…”], bajo la leyenda “RECIBI A LAS 11:00 HRS EL DIA 23-ENE-2017”, del escrito antes descrito.
2.- Que determine el Perito las características generales morfológicas y estructurales de la firma indubitada, estampada por el C. ***** ******* ******* ********, ante la presencia de ese Tribunal en la fecha y hora que para tal efecto se determine.
3.- Que diga el Perito si existen similitudes, concordancias y correspondencia de origen y gesto gráfico de la firma dubitada y la indubitada, estampada por el C. ***** ******* ******* ********.

4.- Que señale el Perito los métodos y técnicas periciales en que funda su dictamen.

5.- Que diga el Perito sus conclusiones”

En ese orden de ideas, se tienen a la vista los dictámenes de los peritos antes descritos correspondientes al de: 1) La parte actora, visible del folio 227 a 236 de autos. 2) Las enjuiciadas, que obra agregado en las fojas 237 a 242 del expediente en que se actúa; de los que se desprende que una vez que analizaron las firmas contenidas en los documentos anteriormente descritos comparándolas con las indubitables que el propio demandante estampó ante la presencia del Secretario de Acuerdos que dio fe de ello, en el muestreo celebrado el nueve de agosto de dos mil dieciocho, concluyeron lo siguiente:
	CONCLUSIONES

	Perito de la parte actora
	Perito de las enjuiciadas

	“LAS FIRMAS QUE OBRAN FOJAS 86 Y 87 DESCRITAS AL INICIO DEL PRESENTE ESTUDIO DOCUMENTAL, SÍ PROVIENE DEL MISMO ORIGEN GRAFICO DE QUIEN EFECTUÓ SUS FIRMAS AUTÉNTICAS ANTE ESTA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA IDENTIFICÁNDOSE COMO ***** ******* ******* ********, POR LO QUE SE DETERMINA QUE SI ES SON (Sic) FIRMAS AUTENTICAS.
	Única.- Con base en el estudio escrupulosamente realizado a las distintas firmas que han quedado puntualizadas en el apartado de la descripción de los documentos que se cuestionan y en relación a los elementos aportados como base de cotejo, para esclarecer la firma de ***** ******* ******* ********, y mediante la obtención de resultado técnico científico grafoscópico, de acorde a las características gráficas identificatorias; arrojaron como resultado obtenido que las firmas de cotejo si tiene el mismo origen gráfico que las firmas contenidas dentro de los documentos problema, por lo que se trata de una reproducción autentica de esta, que denota múltiples y contundentes similitudes, por consiguiente hago hincapié que si es la firma de puño y letra del c. (Sic) ***** ******* ******* ********. Por lo anteriormente expuesto, resultado del estudio técnico llevado a efecto y de acuerdo a mi conocimiento y experiencia en la materia, me permito formular la siguiente conclusión: … Las firmas que aparecen y que calzan en los documentos cuestionados, con firma como (Sic) del c. ***** ******* ******* ********, si fueron plasmadas por el puño y letra del c. ***** ******* ******* ********.

	Énfasis añadido


De lo trasunto, claramente se desprende que ambos peritos, concluyeron que en el ocurso de diez de enero de dos mil diecisiete y el oficio de once del mismo mes y año, el hoy actor, sí estampó su firma.
Ahora bien, toda vez que los dictámenes anteriormente descritos contienen elementos que permiten establecer que existe un enlace lógico entre el estudio descrito, y las conclusiones alcanzadas; ya que en ellos se plasmaron el método utilizado, las comparaciones realizadas entre las firmas dubitadas e indubitables, estableciendo debidamente cuales eran las similitudes entre ellas, además de que ambos son coincidentes en las conclusiones alcanzadas por los profesionistas; de conformidad con los artículos 72, fracción II, y 217, primer y segundo párrafos, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, y 398, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí
, los dictámenes anteriormente descritos merecen el valor probatorio
 para acreditar que en el ocurso de diez de enero de dos mil diecisiete y el oficio de once del mismo mes y año, el hoy actor, sí estampó su firma.
En consecuencia, toda vez que en el oficio de once de enero de dos mil diecisiete, el demandante estampó su firma, debajo de la leyenda “RECIBI A LAS 11:00 HRS EL DÍA 23-ENE-2017”, se tiene que el C. ***** ******* ******* ********, efectivamente lo recibió en esa fecha, y por lo tanto, tenía conocimiento de lo asentado en el mismo, entre otras cosas, la consistente en que a partir del veinticinco de enero de dos mil catorce, había causado baja por Separación del Servicio.
En esa línea argumentativa, cabe destacarse que otra de las probanzas que ofrecieron las enjuiciadas, para acreditar que el hoy accionante ya tenía conocimiento de los actos que pretende debatir, antes de la fecha que señaló en su escrito inicial de demanda, fue la prueba de informes a cargo del Director General de Pensiones del Estado, misma que se solicitó a través del oficio número TEJA/SSU/006/2018 de treinta de enero de dos mil dieciocho –obrando su acuse en el folio 156, de autos- y que fue desahogada por dicha autoridad a través del oficio de catorce de febrero de dos mil dieciocho, presentado en esta Sala, el dieciséis siguiente –el cual es visible en la foja 160, del expediente en que se actúa-, realizándose a continuación un cuadro en el que se relacionan las preguntas realizadas y las respuestas que le correspondieron:

	CUESTIONARIO
	RESPUESTAS DADA:

	I.- Si dentro de los archivos de ese Organismo, obra registro de afiliación a nombre del C. ***** ******* ******* ********.
	I. SI.

	II.- En relación a la pregunta anterior, si actualmente se encuentra registrado como derechohabiente el C. ***** ******* ******* ********.
	II. NO.

	III.- Si dentro de los archivos de ese Organismo, obra algún documento referente a la solicitud de devolución del fondo (aportaciones), a nombre del C. ***** ******* ******* ********.
	III. SI.

	IV.- En relación a la pregunta anterior, si la solicitud de devolución del fondo fue pedida por el C. ***** ******* ******* ********.
	IV. SI.

	V.- En relación a la pregunta anterior, si el fundamento para solicitar la devolución del fondo (aportaciones) fue el haber causado baja el C. ***** ******* ******* ********, en su cargo como ******* *** ********** de la Dirección General de la Policía Ministerial del Estado.
	V. SI.

	VI.- En relación a la pregunta anterior, que diga la fecha en que el C. ***** ******* ******* ********, solicitó la devolución de las aportaciones efectuadas durante el tiempo que se desempeñó al Servicio de Gobierno del Estado.
	VI. 24 DE ENERO DE 2017.


Del desahogó de esa prueba de informes, a cargo del Director General de Pensiones del Estado –la cual debe destacarse que no fue objetada por ninguna de las partes-, se desprende que el C. ***** ******* ******* ********, hoy actor, solicitó la devolución de su fondo de aportaciones, en virtud de que causó baja en su cargo como ******* *** ********** de la Dirección General de la Policía Ministerial del Estado, petición que presentó ante la primera autoridad, el veinticuatro de enero de dos mil diecisiete.
Establecido lo anterior, toda vez que se advierte que desde el veintitrés de enero de dos mil diecisiete, el accionante tenía conocimiento que había causado baja por Separación del Servicio con fecha del veinticinco de abril de dos mil catorce del puesto que había desempeñando; este Juzgador concluye que este juicio contencioso administrativo, es improcedente.
En efecto, si a partir del veintitrés de enero de dos mil diecisiete, el accionante tuvo conocimiento que había causado baja por Separación del Servicio a partir del veinticinco de abril de dos mil catorce del puesto que había desempeñado; desde ese momento podía hacer valer su inconformidad respecto de esa baja, a través de la interposición de un medio de defensa oportuno.

En la especie, como ya se había adelantado, contaba con el plazo de treinta días hábiles para la interposición del juicio contencioso administrativo, a partir de que tuvo conocimiento del acto que le causó una afectación –con independencia de que no le hubiera sido legalmente notificado -.
Así, no debe perderse de vista que el artículo 233, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece lo que se debe manifestar en una demanda; disposición legal que se transcribe a continuación:

“ARTÍCULO 233. El escrito de demanda deberá contener:

I. El nombre y domicilio de la parte actora;

II. La autoridad o autoridades demandadas, especificando, si fuere de su conocimiento, el nombre del titular o funcionario emisor o ejecutor del acto o resolución reclamada o, en su caso, el nombre y domicilio del particular o los particulares demandados;

III. El nombre y domicilio del tercero, si lo hubiere;

IV. La resolución o acto que se impugna;

V. El señalamiento, de la fecha en que se tuvo conocimiento de la resolución o acto combatido;

VI. La pretensión que se deduce en juicio;

VII. Una relación clara y sucinta de los hechos que constituyan los antecedentes de la demanda;

VIII. La expresión de los conceptos de impugnación, y

IX. Las pruebas que se ofrezcan y los hechos de la demanda con los que las mismas se encuentren relacionadas.”

Del dispositivo legal trasunto, se desprende que la demanda que se interponga ante este Tribunal –la cual debe ser dentro de los plazos establecidos en el artículo 24, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como ya se analizó en este Considerando-, debe contener, entre otra cuestiones la resolución o acto que se impugna; el señalamiento, de la fecha en que se tuvo conocimiento de la resolución o acto combatido; una relación clara y sucinta de los hechos que constituyan los antecedentes de la demanda; la expresión de los conceptos de impugnación, y las pruebas que se ofrezcan y los hechos de la demanda con los que las mismas se encuentren relacionadas.

En ese contexto, si a partir del veintitrés de enero de dos mil diecisiete, que el demandante tuvo conocimiento de que había causado baja por separación del servicio del puesto que venía desempeñando en la Procuraduría General de Justicia del Estado; por consiguiente, ya podía interponer la demanda de nulidad, en la que podía señalar cual era el acto impugnado –su baja por separación del servicio-, cuando tuvo conocimiento de esa resolución y una relación clara y sucinta de los hechos que constituían los antecedentes de la demanda –por ejemplo que tuvo conocimiento el veintitrés de enero de dos mil diecisiete, cuando fue que se le entregó la constancia antes analizada, misma que solicitó para trámites relacionados con el retiro de su fondo de aportaciones-, conceptos de impugnación –encaminados a controvertir la falta de notificación o desconocimiento del acto del que tuvo conocimiento- y las pruebas que se ofrezcan y los hechos de la demanda con los que las mismas se encuentren relacionadas –la constancia laboral de once de enero de dos mil diecisiete, de la que se desprende que se le dio a conocer que había causado baja por separación del servicio a partir del veinticinco de enero de dos mil catorce-.

Sin que pudiera argumentar el impetrante, que en virtud de que no conocía aún el contenido íntegro de la resolución impugnada o su supuesta acta de notificación, se encontraba impedida para acudir a este Tribunal a debatirla mediante la interposición de una demanda de nulidad; pues lo cierto es que no debe soslayarse lo contenido en el artículo 236, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual establece lo siguiente:

“ARTÍCULO 236. Cuando se alegue que la resolución administrativa no fue notificada o que lo fue ilegalmente, siempre que se trate de las impugnables en el juicio, se estará a las reglas siguientes:

I. Si el demandante afirma conocer la resolución administrativa, los conceptos de impugnación contra su notificación y contra la resolución misma, deberán hacerse valer en la demanda, en la que manifestará la fecha en que la conoció;

II. Si el actor manifiesta que no conoce la resolución administrativa que pretende impugnar, así lo expresará en su demanda, señalando la autoridad a quien la atribuye, su notificación o su ejecución.

En este caso, al contestar la demanda, la autoridad acompañará constancia de la resolución administrativa y de su notificación, mismas que el actor deberá combatir mediante ampliación de la demanda, y

III. El Tribunal estudiará los conceptos de impugnación expresados contra la notificación, en forma previa al examen de los agravios expresados en contra de la resolución administrativa:

a) Si resuelve que no hubo notificación o que fue ilegal, considerará que el actor fue sabedor de la resolución administrativa desde la fecha en que manifestó conocerla o en la que se le dio a conocer, según se trate, quedando sin efectos todo lo actuado en base a dicha notificación, y procederá al estudio de la impugnación que se hubiese formulado contra la resolución; sin que la declaratoria de inexistencia o ilegalidad de la notificación, produzca por sí misma la ilegalidad de los actos impugnados, para lo cual deberá estarse al estudio de los conceptos de impugnación invocados.

b) Si resuelve que la notificación fue legalmente practicada y, como consecuencia de ello la demanda fue presentada extemporáneamente, sobreseerá el juicio en relación con la resolución administrativa combatida.”

Del artículo trasunto, se desprende que cuando el actor, alegue que la resolución administrativa no fue notificada o que lo fue ilegalmente, siempre que se trate de las impugnables en el juicio, se estará a las reglas siguientes:

· Si el demandante afirma conocer la resolución administrativa, los conceptos de impugnación contra su notificación y contra la resolución misma, deberán hacerse valer en la demanda, en la que manifestará la fecha en que la conoció;

· Si el actor manifiesta que no conoce la resolución administrativa que pretende impugnar, así lo expresará en su demanda, señalando la autoridad a quien la atribuye, su notificación o su ejecución.

· En este caso, al contestar la demanda, la autoridad acompañará constancia de la resolución administrativa y de su notificación, mismas que el actor deberá combatir mediante ampliación de la demanda, y

Asimismo, se establece que el Tribunal estudiará los conceptos de impugnación expresados contra la notificación, en forma previa al examen de los agravios expresados en contra de la resolución administrativa, siendo el caso que si resuelve que:
· No hubo notificación o que fue ilegal, considerará que el actor fue sabedor de la resolución administrativa desde la fecha en que manifestó conocerla o en la que se le dio a conocer, según se trate, quedando sin efectos todo lo actuado en base a dicha notificación, y procederá al estudio de la impugnación que se hubiese formulado contra la resolución; sin que la declaratoria de inexistencia o ilegalidad de la notificación, produzca por sí misma la ilegalidad de los actos impugnados, para lo cual deberá estarse al estudio de los conceptos de impugnación invocados.

· La notificación fue legalmente practicada y, como consecuencia de ello la demanda fue presentada extemporáneamente, sobreseerá el juicio en relación con la resolución administrativa combatida.
Por lo anterior, no queda duda para este Juzgador, que al momento de interponer su demanda ante este Tribunal, dentro de los treinta días hábiles con que contaba para ello a partir de que tuvo conocimiento de la existencia del acto consistente en su baja por separación del servicio, pudo alegar, que la resolución administrativa no fue notificada o que lo fue ilegalmente –es decir, el procedimiento establecido en el numeral 236, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí-; manifestando que si conocía la resolución pero era indebida notificación –en el que en ese caso, tenía que hacer valer conceptos de impugnación desde el escrito inicial de demanda, tendientes a debatir la legalidad tanto de la notificación como del acto impugnado-; o bien, el desconocimiento de esa resolución y su notificación -para que la autoridad demandada se encontrara constreñida a exhibirlas junto su contestación de demanda, para que las pudiera controvertir mediante la ampliación correspondiente-.
En consecuencia, en la especie se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece como causal de improcedencia el consentimiento tácito del acto impugnado, lo que acontece cuando la parte demandante realizó manifestaciones de voluntad que entrañen es ese consentimiento, como fue el no promover la demanda de juicio contencioso administrativo dentro del plazo legalmente establecido, puesto que entre la fecha en que conoció el acto impugnado, es decir el veintitrés de enero de dos mil diecisiete, y el diecinueve de septiembre del mismo año –fecha en que interpuso la demanda en este Tribunal- transcurrieron aproximadamente ocho meses, lo que evidencia que transcurrió en exceso el plazo de treinta días hábiles para promover la demanda que prevé el diverso 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal en cita.
Incluso no debe soslayarse, que el impetrante en vez de interponer el juicio contencioso administrativo en contra de su baja por separación del servicio para demostrar su inconformidad, fue a solicitar el veinticuatro de enero de dos mil diecisiete, la devolución de su fondo de aportaciones, en virtud de que causó baja en su cargo como ******* *** ********** de la Dirección General de la Policía Ministerial del Estado. Por lo que también, con la anterior actitud se puede acreditar que el demandante, se había conformado con el hecho de no prestar sus servicios como agente de la policía ministerial, tan es así, que ya fue su pretensión el retiro de ese fondo.

Sin que sea óbice para lo anterior, que la fecha en que manifestó conocer el impetrante el acto impugnado fue el dieciocho de julio de dos mil diecisiete, cuando supuestamente le fue entregada la copia de la resolución impugnada –manifestación que no fue controvertida por las enjuiciadas-; debiéndose precisar que esa entrega de copias, en todo caso, fue en cumplimiento de la ejecutoria dictada en el Amparo número *********, del Juzgado Primero de Distrito del Noveno Circuito.

En ese orden de ideas, el origen del amparo anteriormente referido, fue que el entonces quejoso reclamó la omisión por parte de la autoridad responsable, de dar respuesta a la instancia que presentó el hoy actor con fecha siete de diciembre de dos mil dieciséis, ante la Procuraduría General de Justicia del Estado –la documental que contiene esta instancia, fue aportada como prueba por el propio actor, y también por la autoridad demandada, las cuales obran agregadas en los folios 39 y 96, de autos, respectivamente-, de la que se desprende que le solicitó al Procurador, que ante el desconocimiento de cualquier procedimiento que se le hubiera efectuado para eventualmente darle de baja y que no se le había dado a conocer la resolución respectiva, “…con el fin de corroborar lo que se me manifestó [que se le negó el acceso e integración como Policía Ministerial, ya que le habían referido de manera verbal, que causo baja en ella] y tener plena certeza de la situación que guardo respecto de la relación administrativa que como servidor público me liga con esta dependencia estatal, solicito de Usted, en apego al contenido del artículo 8° Constitucional, tenga a bien informarme el estatus que mantengo en la citada corporación (activo o baja), así como la fecha de la eventual baja que se haya resuelto sobre mi estancia en ella…en caso de existir tal acto de cese, se me expidan…copias certificadas de la integridad del procedimiento incoado al respecto…de la resolución que se dictó y las constancias que den fe…me fue comunicado…”.
Es decir, en esa instancia, el actor únicamente en su derecho de petición contenido en el artículo 8°, constitucional
, para tener certeza de su situación; le solicitó al Procurador General de Justicia, le informara si estaba activo o dado de baja en esa corporación, la fecha en que se dio de baja; y si existía acto de cese, se le expidieran copias certificadas del procedimiento incoado, de la resolución y de las constancias de notificación.
Aquí cabe destacarse, que inconforme la parte actora, con la omisión de la autoridad responsable de darle respuesta al ocurso anteriormente referido, interpuso en su contra juicio de amparo indirecto, el cual fue presentado en las Oficinas de Correspondencia de los Juzgados de Distrito, el veintitrés de enero de dos mil diecisiete, a las tres horas con doce minutos de la tarde, tal y como se desprende del sello correspondiente -visible en el folio 93 de autos-, en donde se asentó “2017 ENE 23 PM 3:12”-.

En ese orden de ideas, si bien es cierto que dicha instancia tuvo respuesta hasta que se dio cumplimiento a la ejecutoria del Juicio de Amparo número *********, del Juzgado Primero de Distrito del Noveno Circuito, en donde se autorizó la expedición de las copias solicitadas –mismas que les fueron entregadas en copias simples según su dicho hasta el dieciocho de julio de dos mil diecisiete-; también lo es que aproximadamente un mes y medio después de la presentación de esa instancia, el veintitrés de enero de dos mil diecisiete, el actor, ya tenía conocimiento de cuál era su situación jurídica, dado que en el oficio de once de enero de dos mil diecisiete, se hizo constar que había causado baja por separación del servicio desde el veinticinco de abril de dos mil catorce. 

Incluso, este Juzgador advierte que el accionante tuvo conocimiento de su baja por separación del servicio antes de la interposición de la demanda de amparo referida; ya que el oficio donde se hizo constar su baja, lo recibió el veintitrés de enero de dos mil diecisiete a las once horas y el amparo señalado, lo promovió ese mismo día, pero hasta las tres horas con doce minutos de la tarde; es decir, posteriormente a que ya había tenido conocimiento de su situación laboral. 

Por lo tanto, si antes de la interposición del amparo referido, el actor ya tenía conocimiento de su baja por separación del servicio, ya podía interponer en su contra un medio de defensa oportuno buscando la nulidad de esa misma baja; lo que no realizó.
Finalmente, en virtud de los dos razonamientos anteriormente desarrollados, con fundamento en el artículo 229, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se decreta el sobreseimiento del presente juicio contencioso administrativo, por haberse actualizado durante su tramitación la causal de improcedencia prevista en el diverso 228, fracción VI, del Código en cita, toda vez que el impetrante consintió tácitamente el acto impugnado, por no interponer en su contra demanda de nulidad oportunamente.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1°, párrafo segundo, 7°, fracciones I y XVII, Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los diversos 228, fracción VI, 229 fracción II, 248 y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara el sobreseimiento del presente juicio contencioso administrativo; de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos, expuestos en el Considerando Cuarto de ésta Sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado quien actúa con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� Lo anterior, de conformidad con los artículos Transitorios Quinto y Sexto, del “Decreto 0705.- Se Reforma, Adiciona y Deroga la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.”, publicado en la edición extraordinaria del dos de octubre de dos mil diecisiete del Periódico Oficial del Gobierno del Estado; que establecen lo siguiente:





“QUINTO. En tanto no inicie la vigencia de las leyes secundarias, continuarán aplicándose las disposiciones constitucionales y legales referentes a la Procuraduría General de Justicia del Estado.





SEXTO. En tanto se modifican las leyes secundarias, las referencias que en éstas se hagan de la Procuraduría General de Justicia del Estado, se entenderán hechas a la Fiscalía General del Estado; y las que se hagan del Procurador General de Justicia del Estado, se entenderán hechas al Fiscal General del Estado.”





Así como el artículo Quinto Transitorio del “Decreto 0674.- Código Procesal Administrativo Para El Estado De San Luis Potosí” publicado en la edición extraordinaria del dieciocho de julio de dos mil diecisiete del Periódico Oficial del Gobierno del Estado; que establece lo siguiente: 





“QUINTO. Las referencias que en este Código se hagan a la Fiscalía General del Estado, se entenderán hechas a la Procuraduría General de Justicia del Estado, en tanto se reforman las Leyes respectivas que modifiquen su denominación.”





Y los artículos Primero y Sexto, primer párrafo, Transitorios de la “Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de San Luis Potosí”, publicada a través del Decreto 1045, en la edición extraordinaria del veinte de agosto de dos mil dieciocho del Periódico Oficial del Gobierno del Estado; que establecen lo siguiente:





“PRIMERO. Vigencia. La Ley que se expide con el presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado "Plan de San Luis", salvo lo establecido en los artículos transitorios siguientes.





A partir del plazo estipulado en el artículo Décimo Cuarto Transitorio, párrafo primero, de este Decreto, se abroga la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado, Decreto Legislativo número 357, el veinticuatro de octubre de dos mil trece, y los reglamentos que de la misma deriven.


·


Quedan derogadas todas las disposiciones que se contrapongan a la presente Ley, y a la reforma constitucional publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado "Plan de San Luis" el dos de octubre de dos mil diecisiete, mediante la cual se creó la Fiscalía General de Estado.





Todas las menciones a la Procuraduría General de Justicia del Estado de San Luis Potosí en la normativa correspondiente, se entenderán referidas a la Fiscalía General del Estado de San Luis Potosí, atendiendo al esquema gradual de transición y siempre y cuando no se contrapongan a la reforma constitucional y a la presente Ley.





Asimismo, todos los convenios y actos jurídicos celebrados por la extinta Procuraduría General de Justicia del Estado, se entenderán como vigentes y obligarán en sus términos a la Fiscalía General del Estado, sin perjuicio del derecho de las partes a ratificarlos, modificarlos o rescindirlos posteriormente. 


…


SEXTO. Procedimientos de Responsabilidad, Separación y Remoción. Los procedimientos de responsabilidad administrativa, de separación y remoción de cargo iniciados con antelación a la entrada en vigor de la presente Ley, serán resueltos en términos de las disposiciones legales con los que se les dio inicio.”





Por lo que todas las menciones que se hagan en el texto del presente fallo a la Procuraduría General de Justicia del Estado, deberán entenderse hechas a la Fiscalía General del Estado.


� Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí





“ARTÍCULO 72. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia, y de acuerdo con las siguientes reglas:


…


II. El valor de la pericial y testimonial, así como el de las demás pruebas, quedará a la prudente y razonada apreciación de la autoridad que conozca del asunto, según corresponda.


…


ARTÍCULO 217. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en este Código.





A falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.”





Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí





“ART. 398.- El valor probatorio de los demás dictámenes periciales será estimado por el juez según las circunstancias”





� Resultan aplicables, las siguientes jurisprudencias cuyos datos de localización y contenido se detallan a continuación:





Localización: [J]; 10a. Época; 2a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 21, Agosto de 2015; Tomo I; Pág. 815. 2a./J. 97/2015 (10a.). Registro No. 2 009 661





PRUEBA PERICIAL. SU VALORACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO.- El artículo 151, párrafo último, de la Ley de Amparo vigente hasta el 2 de abril de 2013, establece que la prueba pericial será calificada por el Juez según prudente estimación, lo que significa que, para su valoración, no está sujeto a un método legal o tasado, sino que es libre, lo que no implica que la que lleve a cabo esté exenta de una exposición razonada que desarrolle las conclusiones a las que arribe, porque ese ejercicio de razonabilidad, que involucra la valoración de una prueba pericial según su prudente estimación, también exige el respeto al principio de legalidad que obliga, en el ejercicio jurisdiccional, a motivar las conclusiones que expliquen por qué el dictamen pericial provoca convicción para el dictado de la sentencia, por lo que sólo llevando a cabo el ejercicio que se indica podrá calificarse como debidamente valorada una prueba pericial en el juicio de amparo.





Amparo en revisión 453/2012, Amparo en revisión 622/2012, Amparo en revisión 623/2012, Amparo en revisión 624/2012, Amparo en revisión 625/2012





Localización: [J]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XX, Julio de 2004; Pág. 1490. I.3o.C. J/33. Registro No. 181 056





PRUEBA PERICIAL, VALORACIÓN DE LA. SISTEMAS.- En la valoración de las pruebas existen los sistemas tasados o legales y pruebas libres, o de libre convicción. Las pruebas legales son aquellas a las que la ley señala por anticipado la eficacia probatoria que el juzgador debe atribuirles. Así, el Código de Comercio en sus artículos 1287, 1291 a 1294, 1296, 1298 a 1300, 1304 y 1305, dispone que la confesión judicial y extrajudicial, los instrumentos públicos, el reconocimiento o inspección judicial y el testimonio singular, hacen prueba plena satisfechos diversos requisitos; que las actuaciones judiciales, los avalúos y las presunciones legales hacen prueba plena, y que el documento que un litigante presenta, prueba plenamente en su contra. Por otra parte, las pruebas de libre convicción son las que se fundan en la sana crítica, y que constituyen las reglas del correcto entendimiento humano. En éstas interfieren las reglas de la lógica con las reglas de la experiencia del Juez, que contribuyen a que pueda analizar la prueba con arreglo a la sana razón y a un conocimiento experimental de las cosas. Esos principios se encuentran previstos en el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, al establecer que los medios de prueba aportados y admitidos serán valorados en su conjunto por el juzgador, atendiendo a las reglas de la lógica y de la experiencia, exponiendo cuidadosamente los fundamentos de la valoración jurídica y de su decisión. De modo que salvo en aquellos casos en que la ley otorga el valor probatorio a una prueba, el Juez debe decidir con arreglo a la sana crítica, esto es, sin razonar a voluntad, discrecionalmente o arbitrariamente. Las reglas de la sana crítica consisten en su sentido formal en una operación lógica. Las máximas de experiencia contribuyen tanto como los principios lógicos a la valoración de la prueba. En efecto, el Juez es quien toma conocimiento del mundo que le rodea y le conoce a través de sus procesos sensibles e intelectuales. La sana crítica es, además de la aplicación de la lógica, la correcta apreciación de ciertas proposiciones de experiencia de que todo hombre se sirve en la vida. Luego, es necesario considerar en la valoración de la prueba el carácter forzosamente variable de la experiencia humana, tanto como la necesidad de mantener con el rigor posible los principios de la lógica en que el derecho se apoya. Por otra parte, el peritaje es una actividad humana de carácter procesal, desarrollada en virtud de encargo judicial por personas distintas de las partes del proceso, especialmente calificadas por su experiencia o conocimientos técnicos, artísticos o científicos y mediante la cual se suministran al Juez argumentos y razones para la formación de su convencimiento respecto de ciertos hechos, también especiales, cuya percepción o cuyo entendimiento escapa a las aptitudes del común de la gente y requieren esa capacidad particular para su adecuada percepción y la correcta verificación de sus relaciones con otros hechos, de sus causas y de sus efectos o, simplemente, para su apreciación e interpretación. Luego, la peritación cumple con una doble función, que es, por una parte, verificar hechos que requieren conocimientos técnicos, artísticos o científicos que escapan a la cultura común del Juez y de la gente, sus causas y sus efectos y, por otra, suministrar reglas técnicas o científicas de la experiencia especializada de los peritos, para formar la convicción del Juez sobre tales hechos y para ilustrarlo con el fin de que los entienda mejor y pueda apreciarlos correctamente. Por otra parte, en materia civil o mercantil el valor probatorio del peritaje radica en una presunción concreta, para el caso particular de que el perito es sincero, veraz y posiblemente acertado, cuando es una persona honesta, imparcial, capaz, experta en la materia de que forma parte el hecho sobre el cual dictamina que, además, ha estudiado cuidadosamente el problema sometido a su consideración, ha realizado sus percepciones de los hechos o del material probatorio del proceso con eficacia y ha emitido su concepto sobre tales percepciones y las deducciones que de ellas se concluyen, gracias a las reglas técnicas, científicas o artísticas de la experiencia que conoce y aplica para esos fines, en forma explicada, motivada, fundada y conveniente. Esto es, el valor probatorio de un peritaje depende de si está debidamente fundado. La claridad en las conclusiones es indispensable para que aparezcan exactas y el Juez pueda adoptarlas; su firmeza o la ausencia de vacilaciones es necesaria para que sean convincentes; la lógica relación entre ellas y los fundamentos que las respaldan debe existir siempre, para que merezcan absoluta credibilidad. Si unos buenos fundamentos van acompañados de unas malas conclusiones o si no existe armonía entre aquéllos y éstas o si el perito no parece seguro de sus conceptos, el dictamen no puede tener eficacia probatoria. Al Juez le corresponde apreciar estos aspectos intrínsecos de la prueba. No obstante ser una crítica menos difícil que la de sus fundamentos, puede ocurrir también que el Juez no se encuentre en condiciones de apreciar sus defectos, en cuyo caso tendrá que aceptarla, pero si considera que las conclusiones de los peritos contrarían normas generales de la experiencia o hechos notorios o una presunción de derecho o una cosa juzgada o reglas elementales de lógica, o que son contradictorias o evidentemente exageradas o inverosímiles, o que no encuentran respaldo suficiente en los fundamentos del dictamen o que están desvirtuadas por otras pruebas de mayor credibilidad, puede rechazarlo, aunque emane de dos peritos en perfecto acuerdo. Por otra parte, no basta que las conclusiones de los peritos sean claras y firmes, como consecuencia lógica de sus fundamentos o motivaciones, porque el perito puede exponer con claridad, firmeza y lógica tesis equivocadas. Si a pesar de esta apariencia el Juez considera que los hechos afirmados en las conclusiones son improbables, de acuerdo con las reglas generales de la experiencia y con la crítica lógica del dictamen, éste no será conveniente, ni podrá otorgarle la certeza indispensable para que lo adopte como fundamento exclusivo de su decisión, pero si existen en el proceso otros medios de prueba que lo corroboren, en conjunto podrán darle esa certeza. Cuando el Juez considere que esos hechos son absurdos o imposibles, debe negarse a aceptar las conclusiones del dictamen.





TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.





Amparo directo 483/2000, Amparo directo 16363/2002, Amparo directo 4823/2003, Amparo directo 595/2003, Amparo directo 641/2003.


� “Artículo 8o. Los funcionarios y empleados públicos respetarán el ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en materia política sólo podrán hacer uso de ese derecho los ciudadanos de la República.





A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario.”





